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			Prólogo 




			 




			¿PARA QUÉ SIRVE EL PRÓLOGO —la palabra que antecede a las del texto prologado—? Puede, y es frecuente, encarecer la obra prologada por su tema y sus autores. Pero está claro que en este caso ello es innecesario. Analizar lo que en la transición política española supuso Cataluña es de suyo interesante y, cuando se hace por historiadores de profesión como son los de este libro, más todavía. Compendiar, ordenar y analizar el cúmulo de datos de la escena política catalana en torno a la transición es una tarea hercúlea, tanto más útil cuanto más completo sea el inventario y más certero su análisis, y solo sumergirse sin ahogarse en el piélago de siglas —la sopa de letras, se decía entonces— bajo la que se movían las fuerzas políticas e, incluso los corpúsculos menores de la oposición, exige la profesionalidad del investigador. 




			Está claro que en toda investigación histórica la selección y ordenación de los datos es función de la perspectiva o punto de vista adoptado por el historiador, como todo humano, súper determinado por una serie de condicionantes de tiempo y lugar, de cultura y política, e incluso de su personal estructura psicológica. En el caso de este libro, no más que en el de los grandes historiadores catalanes, españoles, germanos o romanos. Pero uno de los innegables méritos de la presente obra es que proporciona datos que el lector puede llegar a interpretar de manera diferente a como lo hacen los autores. En eso, en los hechos y las fechas, que los autores dan con precisión, radica la objetividad. 




			En ocasiones el prólogo sirve, también, para situar el texto prologado en su contexto y se convierte así en una especie de estudio preliminar, tarea impropia de esta ocasión y cuyo intento sería por mi parte tan presuntuoso como estéril. 




			Y el prologuista puede pretender explicar el contenido de la obra prologada. Un mal uso que presupone la incapacidad del lector para entenderla por sí solo o la del autor por explicarse debidamente. 




			Pero, a mi juicio, también puede y debe el prologuista tomar el texto prologado como pretexto para su propia reflexión, ya sobre la obra, ya sobre su tema, a modo de lo que en realidad debiera ser un epílogo: la palabra terminal, la palabra sobre las palabras ya dichas. 




			Una reflexión que no debe repetir ni tiene por qué coincidir con la del autor principal, pero que necesariamente interfiere en ella ya completándola, ya matizándola ya, incluso, contradiciéndola. Cuanto más relevante sea el tema tratado, y Cataluña en la transición sin duda lo es, y más profundo sea su análisis, tantas más ocasiones de reflexionar tendrá el prologuista. Para mí, a quien cupo el honor de trabajar en la sala de máquinas de la transición —como secretario general técnico del Ministerio de Justicia primero, como ponente constitucional después—, prologar el libro de los profesores Carme Molinero y Pere Ysàs es una irresistible tentación a reflexionar sobre algunos extremos. 




			En primer lugar, sobre la posición de Cataluña en la pretransición y a lo largo de toda la transición, proceso que, con acierto, los autores cierran al final del proceso constituyente que en Cataluña fue, lógicamente, la elaboración del Estatuto de Autonomía. Es evidente, y ambos autores insisten en ello, que la exigencia de cambio político maduró en Cataluña antes que en el resto de España merced a la síntesis de reivindicaciones sociales que aseguraba una mayor movilización de base, aspiraciones políticas de un sociedad civil más articulada y una conciencia nacional diferenciada cada vez más patente y que la izquierda asumió sincera e intensamente. Prueba de esta más temprana y mayor exigencia de cambio es que en Cataluña se rechazaron antes que en el resto de España, y concretamente que en Madrid, los ensayos pseudorreformistas del gobierno Arias. Lo que su ministro del Interior, Fraga, denominaba el «calafateo» de Régimen y de sus Leyes Fundamentales. Y que la preocupación por Cataluña y el deseo del primer gobierno Suárez —mejor o peor instrumentado— de atender al problema catalán fue una de las más tempranas pruebas de su opción democrática.  




			Esta precocidad y madurez de la oposición al sistema autoritario propia de Cataluña y cuyas consecuencias son, a mi juicio, de la mayor importancia, no se dio en el País Vasco, pese a tener análogas condiciones: una fuerza laboral descontenta, una burguesía ilustrada inquieta y una conciencia nacional identitaria igualmente reivindicativa. La violencia terrorista de ETA, entonces en cuarto creciente, lastró todo ello y permitió plantear el tema vasco en términos de orden público, mientras que los planteamientos catalanes forzaron a entenderlo en términos políticos. Sin duda hubo movilizaciones, huelgas y manifestaciones hasta el punto de poder decirse, como los autores recuerdan, que en Barcelona «la batalla por la transición se da en la calle»; pero es evidente que la calle se movilizó en términos civiles y civilizados. Y si hubo intentos paralelos de violencia, algunos especialmente criminales, ni fueron específicamente catalanes ni tuvieron acogida en la sociedad catalana. 




			En segundo lugar, sobre el protagonismo comunista. La oposición al franquismo estuvo, en toda España, teñida de izquierdismo merced a factores diversos, desde la hegemonía moral del PC hasta la paranoia simplificadora del propio régimen, pasando por la apatía y los complejos de lo que debiera haber sido una derecha liberal-conservadora. Pero en Cataluña la hegemonía izquierdista fue mucho mayor, hasta el punto de que el centro-derecha se autocalificaba de social-demócrata. 




			Ello se debió en gran medida a la situación del Partido Comunista en Cataluña. El PSUC, un partido histórica y socialmente asentado que sintetizaba en la práctica a toda la izquierda real, fue decisivo tanto a la hora de catalanizar la reivindicación proletaria cerrando el paso a opciones lerrousistas, como para conducir por las vías del realismo a la izquierda catalana. Fueron los comunistas, merced a la experiencia vivida de la derrota y el exilio y al talento político de Santiago Carrillo, quienes centraron a la izquierda española e hicieron posible una transición pactada como la que, por encargo del rey, ofrecía el presidente Suárez. Su influencia fue mucho mayor a su número. Cataluña sirvió como laboratorio para todo ello y el PSUC consiguió liderar, a través de la Assemblea de Catalunya, la parte más activa de la oposición. Que en Cataluña, como en el resto de España, las elecciones de 1977 no premiaran tales actitudes revela, entre otras cosas, un talante hispánico que incluye a todos sus pueblos. Así es Castilla, decía el comunero Padilla, «hace sus hombres y los gasta». 




			Tercero, la deriva izquierdista de Cataluña, una deriva que amenazaba con condicionar el conjunto de la política española, tuvo una consecuencia reactiva: la operación Tarradellas, preludiada por la creación del Consell de Forces Polítiques de Catalunya. Sin perjuicio de los datos y los análisis contenidos en el texto que sigue, a mi juicio, y alguna experiencia directa tengo de ello, la operación, planteada en Madrid desde el otoño de 1976, pero más formalmente en enero de 1977, no cuajó hasta que Suárez se convenció, y la siempre benéfica influencia de Alfonso Osorio tuvo mucho que ver con ello, de que el restablecimiento simbólico de la Generalitat y el regreso del presidente exiliado servía para integrar la singularidad de Cataluña en el proceso general de transición política y frenar la radicalización izquierdista de la oposición catalana. Es más que probable que si la restauración y el regreso se hubiera producido meses antes de las elecciones del 15 de junio el resultado de las mismas hubiera sido diferente, y lo que con el tiempo llegaron a ser los «cien tristes» de la política catalana hubieran corrido mejor suerte. Y no faltó quien, sin éxito alguno, propusiera repetir la operación en el País Vasco con el lehendakari exiliado Leizaola. Quien salió de ello ventajoso fue el PSOE. 




			Aparte de su alto significado simbólico, la operación Tarradellas cumplió su finalidad de recentrar el escenario político catalán por más que el propio president fuera amortizado pocos meses después, mostrando la aplicación a Cataluña de las proféticas frases de Padilla atrás citadas. Beneficiarios de ello fueron el tono del Estatuto de 1979 y los resultados de Convergència en las subsiguientes elecciones autonómicas. 




			Cuarto, todo lo dicho tuvo su coste para la propia Cataluña a la hora de insertar su autogobierno en una España constitucional. El nacionalismo es, por definición, identitario y, en consecuencia, particularista; la izquierda es universalista, esto es, busca fórmulas de alcance general. Por su parte, el catalanismo se ha movido siempre en esta disyuntiva que, históricamente, puede simbolizarse respectivamente en los nombres de Prat de la Riba, por una parte y, de otra, Pi i Margall e, incluso, Almirall. Cuando éste hablaba de federalismo, el primero preguntaba cuáles podían ser los otros miembros de la federación dada la singularidad de la identidad nacional de Cataluña y su hererogeneidad respecto a otros territorios españoles. A lo largo de la transición política española se planteó —y aún hoy se plantea— idéntica disyuntiva, y el universalismo de la izquierda —entonces fascinada, en un alarde de previsión histórica, por el modelo yugoeslavo— determinó la opción socialista y comunista y contagió a la opción nacionalista que había de defender la generalización a lo largo del proceso constituyente, para encontrar en ella el alveolo donde incrustar y garantizar el autogobierno de Cataluña. Por parte de la derecha, la tenacidad del Pfr. Clavero Arévalo consiguió otro tanto a través de fórmulas preautonómicas difícilmente reversibles, bajo las sublimes expresiones de «café para todos» y «tablas de quesos». 




			La mejor prueba de lo dicho es que el historicismo siempre latente en la reivindicación nacional vasca, y que la corrección política entonces reinante oponía al «espíritu de geometría», tan caro a los manuales de Derecho Administrativo, garantizó a Euskadi un reconocimiento constitucional de su singularidad del que Cataluña carece, una carencia a mi juicio en la raíz de su actual desafección y los subsiguientes problemas. El presidente Pujol dejó constancia de ello en fecha bien temprana, el primer debate parlamentario sobre el estado de Cataluña. 




			Los nacionalistas catalanes han dicho, una y otra vez, que sin Cataluña no hubiera habido Estado de las autonomías y ello es absolutamente cierto. La precocidad de la reivindicación catalana provocó la floración de nacionalismos y regionalismos de nuevo cuño en toda España movidos por una desbocada emulación que los partidos que hacen gala de españolismo han sido incapaces de moderar. A ellos se ha plegado el sistema autonómico cuya generalización y homogeneización, sin duda ya incoada por los constituyentes, se llevó a cabo por los pactos autonómicos de 1981 y de 1992, mediante una verdadera mutación constitucional. Así la calificaron Vandelli y García de Enterria. Pero la misma generalización del modelo de autogobierno catalán le privó de su primera y fundamental función, el reconocimiento de su singularidad. 




			Y, para terminar, una quinta reflexión que prolonga la anterior. Javier Tusell, en una de las más conseguidas piezas de su amplia bibliografía, la Historia de la administración local española 1900-1936 (Madrid, MAP, 1987), ha señalado la distorsión y el consiguiente perjuicio que, para Cataluña y el resto de España, supuso lo que llamó la «catalanización de nuestro régimen local». Esto es, lastrar la siempre pendiente reforma de nuestra vida local con los problemas de la autonomía catalana. Y la paralela concepción de dicha autonomía con los moldes de las corporaciones locales, lo que la hacía insatisfactoria. Cataluña se concebía desde Madrid, y aún se concibe en muchos pagos, como una gran comarca —así la denominaría Ortega en sus famosos artículos de 1927 a 1929 sobre La redención de las provincias— y su régimen se trata de extender a todo el territorio español. El libro de García de Enterría Estudios sobre Autonomías Territoriales (Madrid, Civitas, 1985) sigue la senda de Ortega. Una España toda ella comarcalizada, más que una España con autonomías a la medida. El artículo 137 de la Constitución es trasunto de ello... y la cronificación del malestar también. 
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			Introducción 




			 




			LA «CUESTIÓN CATALANA» o el «problema catalán» vuelve a ocupar un lugar central en la agenda política española desde finales de 2012. En los argumentos de los diversos actores políticos, la transición de la dictadura franquista a la democracia parlamentaria, y a la vez de un estado centralista a otro que reconoce el derecho a la autonomía de «nacionalidades y regiones», constituye una referencia constante, aunque habitualmente con explicaciones y valoraciones muy dispares, incluso abiertamente contrapuestas. 




			La investigación que sustenta este libro fue iniciada antes que la «cuestión catalana» cobrara nuevamente un papel tan destacado en la vida política española, pero los acontecimientos del último año y medio pueden dar al estudio un interés más amplio que el inicialmente contemplado. En cualquier caso, nos interesaba dirigir una mirada detenida al proceso de cambio político en la España de los años setenta del siglo XX, en concreto al papel de la «cuestión catalana» en el proceso de construcción de la actual democracia, dedicando particular atención a los planteamientos y las posiciones de los principales grupos políticos, tanto de ámbito catalán como general español. 




			La visión dominante sobre la transición, elaborada en buena medida por y para la publicística, ha sido capaz de fijar imágenes e interpretaciones que se resisten a los estudios históricos. De la misma manera, como el lector podrá apreciar, los relatos sobre la transición utilizados hoy por buena parte de los partidos políticos y de los opinadores profesionales que pueblan los medios de comunicación tienen con frecuencia poco que ver con lo que la historiografía más rigurosa ha aportado en los últimos años, y con lo que este libro sostiene a partir de la consulta exhaustiva de la documentación y de los testimonios disponibles. No faltan incluso llamativas paradojas; así los que hoy aparecen como más acérrimos defensores de la Constitución de 1978 y del Estado de las Autonomías son quienes —ellos mismos o sus antecesores políticos— se opusieron abiertamente al modelo consensuado, incluso negando el voto al texto constitucional. Por otra parte, y desde posiciones opuestas, se ha alimentado un rechazo a dicho modelo autonómico, olvidando y silenciando su determinante participación en su elaboración; a veces incluso se presenta el marco constitucional y estatutario como una simple imposición ajena a la voluntad libremente expresada por los ciudadanos.  




			El libro que el lector tiene en sus manos pretende explicar el porqué y el cómo de la resolución de la «cuestión catalana» en el marco del proceso de establecimiento de un régimen democrático en España. Para ello, la primera parte del estudio se basa en la realidad sociopolítica catalana cuando el franquismo estaba ya inmerso en una profunda crisis; en los tres capítulos siguientes se analizan los acontecimientos fundamentales del año 1976 hasta la celebración de las elecciones generales de 1977.  




			A lo largo de los diez años previos a la muerte de Franco, la sociedad civil catalana experimentó una dinamización muy notable, que fue paralela a la extensión de las actitudes de disenso en relación al franquismo, una conjunción que se explica por la interacción entre el activismo social y el activismo político. Se extendió, así, un concepto de ciudadanía activa, de implicación en los asuntos colectivos, que fue capaz de romper la pasividad política instalada en buena parte de la sociedad; ello explica que bastante antes de la muerte del Caudillo se hubiera tejido en Cataluña una red de complicidades sociales antifranquistas que ponía en evidencia la incapacidad del régimen para mantener el control social. Un rasgo distintivo de la movilización social en Cataluña era su conexión con el catalanismo político y cultural, en el que era hegemónico el catalanismo de izquierdas que, desde los años sesenta, planteaba la cuestión nacional en el marco de la transformación democrática del Estado español. Este catalanismo movilizado y movilizador tuvo en la Assemblea de Catalunya la plasmación más clara de la capacidad de autoorganización de los movimientos sociales y de la voluntad de autogobierno. 




			Como escribió Salvador Sánchez-Terán refiriéndose a los primeros meses de 1976 —cuando se hizo cargo del gobierno civil de Barcelona—, la batalla de la transición se daba en la calle. El segundo capítulo tiene por objeto analizar la conquista de la libertad, librada en las calles españolas a lo largo de 1976 pero, particularmente, en la primera mitad del año. El gobierno Arias-Fraga pudo comprobar rápidamente que no controlaba el tiempo político y que su proyecto de reformar el régimen franquista, pero no de sustituirlo por una democracia plena, obtenía un amplio rechazo. La movilización de las franjas amplias de la población que se habían ganado la ciudadanía en oposición a la dictadura —y que querían cambiar de régimen— impidió el éxito del proyecto gubernamental. La creación de Coordinación Democrática como organismo unitario de la oposición fue esencial y, en el capítulo, se presta particular atención a las propuestas de la oposición respecto a la autonomía de «nacionalidades y regiones». También a las tensiones que empezaron a manifestarse en el seno de los organismos unitarios en Cataluña, agudizadas por la entrada en escena del presidente de la Generalitat en el exilio Josep Tarradellas. Igualmente se analiza la política gubernamental en relación a Cataluña, no en vano Manuel Fraga escribió al iniciarse 1976 que tenía tres prioridades, una de las cuales era acometer el problema de la estructura tradicional del Estado. 




			El tercer capítulo se acerca a los retos del Gobierno y a los de la oposición en la segunda mitad de 1976 y la atención que ambos dedicaron a la cuestión catalana, de muy diferentes características. En la articulación de la oposición, el tema del autogobierno para las nacionalidades históricas estuvo siempre presente, y se podría afirmar que la vitalidad política y cultural que se había manifestado en los diez años anteriores, así como el prestigio de sus fuerzas políticas, había conseguido que Cataluña estuviera muy presente en el antifranquismo español y que su cultura, y con ella la lengua, fuera muy respetada. No ocurría lo mismo en el ámbito gubernamental, particularmente en lo que concernía a Adolfo Suárez quien, a diferencia de Fraga, ignoraba incluso lo fundamental respecto a la trayectoria histórica del catalanismo. Sin embargo, su olfato político y la acción de sus consejeros hicieron que, desde el Gobierno, se dedicara una notable atención a Cataluña. 




			El último capítulo de la primera parte tiene como eje central la actuación de la Comisión de los Nueve, un organismo que no ha tenido la atención que se merece por parte de la historiografía. En dicha comisión hubo una amplia presencia catalana y la cuestión de las nacionalidades fue objeto de una de las tres subcomisiones que se formaron para negociar con el Gobierno. Aunque Adolfo Suárez se negó a tratar sobre esta cuestión, la influencia del contenido del documento de la Comisión de los Nueve es nítida en la Constitución de 1978. Una relación mucho más directa se puede establecer entre las «condiciones» de la oposición y las medidas que fue tomando el Gobierno para llegar a las elecciones del 15 de junio de 1977; en estas páginas se puede seguir el encadenamiento entre las demandas de la Comisión y las decisiones gubernamentales. 




			La segunda parte de este estudio, dividida en tres capítulos, se ocupa, en primer lugar, de la restauración de la Generalitat después de que los resultados de las elecciones del 15 de junio expresaran de forma inequívoca la amplitud de la reivindicación catalanista y, además, lo hicieran a través de una mayoría socialista y comunista insólita en el resto de España. La respuesta gubernamental, con la invitación al presidente de la Generalitat en el exilio para entrevistarse en Madrid con el Jefe del Estado y el presidente del Gobierno, abrió un proceso de negociación a tres bandas —el Gobierno, el presidente Tarradellas y las fuerzas políticas legitimadas en las urnas— que culminó con los acuerdos suscritos en Perpiñán el 28 de septiembre y en los decretos leyes del 29 y del 30 de septiembre. En los tres meses anteriores, con la multitudinaria manifestación de la Diada del 11 de septiembre como confirmación de la sostenida movilización catalana a favor del autogobierno, se sucedieron negociaciones desde posiciones de partida distantes, en ocasiones tensas, aunque se tendió a evitar que ello trascendiera a la opinión pública. El resultado final exigió que todas las partes tuvieran que ceder, lo que comportó un acuerdo agridulce para todos. 




			A continuación, se realiza un atento examen del proceso de elaboración de la Constitución, con una destacada participación catalana tanto en la ponencia que redactó el anteproyecto como en los debates parlamentarios, fijando la atención en los tres primeros artículos, en particular en el segundo y en el debate sobre el concepto «nacionalidades», rechazado de forma vehemente, además de por la ultraderecha, por una parte de la derecha conservadora, y no solo en sus expresiones políticas sino también sociales, incluidas las académicas. El debate de fondo, más allá de las palabras, fue sobre la concepción de España. Se opusieron frontalmente al artículo 2 de la Constitución quienes sostenían desde el nacionalismo esencialista la existencia de una única nación, la española, definida por algunos como la primera nación en la historia, radicalmente incompatible con la existencia en su territorio de otras identidades nacionales. La posición ampliamente mayoritaria, compartida con algunas ambigüedades y con matices por centristas, socialistas, comunistas y nacionalistas subestatales partía de la consideración de España como «nación de naciones», es decir reconocía identidades nacionales diferentes —la catalana, la vasca, la gallega— en el marco de una comunidad política española en la que residía la soberanía popular. Vinculado directamente con este debate, es objeto de examen también el desarrollado sobre el artículo tercero, sobre las lenguas, y sobre el conjunto del título VIII de la Carta Magna. La redacción definitiva del artículo tercero fue resultado de una exigua mayoría de trece votos en el Congreso de los Diputados, después de dos votaciones con resultado de empate a una enmienda socialista, en la que se alinearon UCD y AP por una parte y el resto de grupos por otra. Resultado distinto al del título VIII, donde se confrontaron nuevamente dos modelos nítidamente diferenciados, el de Alianza Popular, que presentó un voto particular a la totalidad del título, y que defendía básicamente una descentralización administrativa con una mínima autonomía política, y la opción de la inmensa mayoría del parlamento a favor de unos regímenes de autonomía real para las «nacionalidades y regiones». 




			El último capítulo está dedicado a la elaboración y negociación del Estatuto de Autonomía de Cataluña, aprobado en referéndum el 28 de octubre de 1979. Para poder acceder a la autonomía en el plazo de tiempo más corto posible, las fuerzas políticas catalanas decidieron iniciar la elaboración de un anteproyecto de Estatuto en junio de 1978, es decir, cuando el proyecto de Constitución era debatido en la Comisión de Asuntos Constitucionales del Congreso de los Diputados pero no estaba todavía aprobado. En todo caso, la Comisión de los Veinte de la Asamblea de Parlamentarios trabajó en todo momento con información precisa sobre el avance del texto constitucional por la presencia en su seno de dos de los ponentes de la Carta Magna, Jordi Solé Tura, del PSUC, y Miquel Roca Junyent, de Convergència Democràtica de Catalunya. El anteproyecto obtuvo un amplio consenso, aunque existieron divergencias importantes en algunas cuestiones de relieve, que obligaron a un adicional esfuerzo para alcanzar el acuerdo, como en el artículo dedicado a la lengua. Por otra parte, la regulación de las primeras elecciones al Parlamento de Cataluña dio lugar a una agria polémica más allá del debate parlamentario. La disolución de las Cortes después de la promulgación de la Constitución paralizó durante unos meses la aprobación del Estatuto, hasta el verano de 1979. La negociación del proyecto en la Moncloa y el debate en la Comisión Constitucional pusieron de nuevo de manifiesto la divergencia de AP y el acuerdo, difícil pero finalmente alcanzado, del resto de fuerzas, aunque, como ocurría en el texto constitucional, con fórmulas susceptibles de generar problemas futuros a la hora de interpretarlas. 




			Este estudio es uno de los principales resultados del proyecto HAR2009-07825, financiado por la Dirección General de Investigación Científica y Técnica del Ministerio de Economía y Competitividad. No habría sido posible sin la colaboración de dirigentes políticos que tuvieron un relevante papel en la transición española, que nos han aportado su testimonio y, en algunos casos, también nos han facilitado la consulta a documentación de gran interés. Nuestro agradecimiento a Santiago Carrillo, José Antonio González Casanova, Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón, Federico Mayor Zaragoza, Eduardo Martín Toval, Rodolfo Martín Villa, Raimon Obiols, Manuel Ortiz, Alfonso Osorio, José Manuel Otero Novas, Jordi Pujol y Miquel Roca Junyent. También agradecemos la colaboración en distintos momentos de la investigación de Manuel Manonelles, Manuel Milián Mestre, y de los colegas y amigos Joan B. Culla, José M.ª Marín y José Luis Martín Ramos. Naturalmente, la responsabilidad de cuanto aquí se sostiene es exclusivamente nuestra.  
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			Cataluña al final de la dictadura 




			 




			UNA SOCIEDAD CIVIL FUERTE Y MOVILIZADA 




			 




			Las actitudes de disenso en relación a la dictadura alcanzaron una progresiva visibilidad en la sociedad catalana a lo largo de los años sesenta y, especialmente, de los setenta. En Cataluña se producía una destacada interacción entre el activismo social y el activismo político y la influencia de ambos conseguía penetrar en la sociedad, pues sus propuestas tenían eco entre amplios sectores no especialmente politizados pero sí sensibles a planteamientos con el mínimo común denominador de propuestas democráticas y de reivindicación catalanistas. Ello había favorecido, al mismo tiempo, la unidad política de la oposición desde mediados de los años sesenta y esa unidad se había convertido en un rasgo de diferenciación entre el escenario catalán y el español observado globalmente. 




			Como en el resto de la España industrializada, la primera y más consistente manifestación de la conflictividad social emergente desde la segunda mitad de los sesenta fue la obrera, aunque, inicialmente, la conflictividad laboral en Barcelona creció a un ritmo más lento que en otras áreas industriales. El peso de las pequeñas y medianas empresas en el tejido productivo catalán influyó decisivamente en las dificultades que tuvo que superar la reorganización del movimiento obrero; no obstante, una vez ésta se produjo, la densidad fabril, particularmente en Barcelona, facilitó que ésta se convirtiera en la provincia más conflictiva de España tanto por el número de conflictos como por el de trabajadores implicados, y en diversos años también por el de horas dejadas de trabajar.1 




			La magnitud alcanzada por la movilización de los trabajadores no hubiera sido posible sin una base organizativa que asegurase la articulación de las reivindicaciones y, como en el resto de España, fue Comisiones Obreras el instrumento que se convirtió en esencial para la consolidación del movimiento obrero. CCOO de Barcelona se crearon formalmente el 20 de noviembre de 1964 en la iglesia de Sant Medir, pero el elemento más relevante desde la perspectiva que aquí se trata fue la formación en 1967 de la Comissió Obrera Nacional de Catalunya —CONC—, una plataforma que prefiguraba la atención que la organización de los trabajadores pretendía otorgar a la cuestión nacional. 




			Fue Cipriano García, el dirigente comunista de origen manchego afincado desde joven en Terrassa, quien defendió con más ahínco la necesidad de impedir la división de la clase obrera catalana por su origen geográfico, algo plausible teniendo en cuenta la intensidad de la inmigración desde distintas zonas de España y las políticas represivas franquistas sobre la lengua y las manifestaciones culturales catalanas. Los militantes del PSUC tuvieron la presencia suficiente en CCOO —en la que participaban activistas de diversas organizaciones y, sobre todo, trabajadores sin militancia política— para conseguir que se aceptase la definición de CCOO como un movimiento de clase y nacional, lo que implicaba que la reivindicación catalanista aparecía como una reivindicación propia del nuevo movimiento obrero, no ajena a él.  




			Esta opción provocó fuertes encontronazos entre los activistas comunistas y otros de diversas corrientes ideológicas que, situados a mitad de la década de los sesenta y teniendo en cuenta la evolución posterior, se podrían englobar en las corrientes de la izquierda radical. En la historiografía sobre el movimiento obrero ha tenido un cierto influjo la argumentación de estos sectores, que sostuvieron que la creación de la CONC respondía a la voluntad del PSUC de recuperar por esa vía el predominio perdido, temporalmente, en las CCOO de Barcelona. Al margen de las tácticas de corto alcance para el control de los espacios de coordinación, es observable en la trayectoria del PSUC que las propuestas de sus militantes en aquel debate se inscribían plenamente en las opciones políticas definidas en algún caso desde hacía décadas. Para el PSUC, la identidad catalana fue desde el mismo momento de su nacimiento, en julio de 1936, un rasgo definitorio del partido. Los militantes del Front Obrer de Catalunya, nacido en los años cincuenta vinculado al Frente de Liberación Popular, consideraban, contrariamente, que introducir el carácter nacional en el movimiento obrero era hacer seguidismo de la burguesía catalana, algo que puede provocar perplejidad analítica ya que los sectores nacionalistas eran muy minoritarios entre la burguesía catalana en aquel tiempo. Evidentemente, el tipo de planteamientos internacionalistas de aquellos grupos influía decisivamente en sus posiciones.  




			CCOO luchó por las reivindicaciones de los trabajadores en cuanto tales pero, al mismo tiempo, extendió entre los trabajadores la reivindicación del derecho al respeto de los signos de identidad nacional como un derecho democrático. Los activistas obreros, una parte de los cuales era de inmigración reciente, fueron desde 1967 una parte importante de las minorías movilizadas para conmemorar la Diada del 11 de septiembre. Este hecho tuvo relevancia a medio plazo, pues generó sinergias y empatía con otros sectores de la sociedad civil catalana antifranquista distantes del movimiento obrero. Posiblemente, no se puede explicar la capacidad de movilización de la acción unitaria en Cataluña sin considerar que el movimiento obrero se implicó de lleno en ella y, al mismo tiempo, que era percibido por el resto de la sociedad catalana antifranquista como una parte constituyente del propio tejido social. 




			Siendo la conflictividad laboral más trascendente para la vida económica y social, la contestación estudiantil influyó de forma más notoria entre las clases medias en su percepción de que el escenario político empezaba a ser más favorable para quienes se oponían a la dictadura. A mitad de los años sesenta se produjo un salto cualitativo en la conexión de las protestas en distintos distritos universitarios. Pasada casi una década desde las movilizaciones de 1956 en Madrid y de 1957 en Barcelona, el nuevo ciclo de contestación —y desde entonces ininterrumpido hasta la desaparición de la dictadura— empezó en Madrid, cuando en 1965 se materializó el enfrentamiento abierto entre los estudiantes y las autoridades. Como era norma en el régimen franquista, sus dirigentes optaron por la represión ejemplarizante y 231 estudiantes fueron expedientados, de los cuales 47 no pudieron continuar estudiando en Madrid. Se anularon las matrículas, se impusieron sanciones y los profesores José Luis López Aranguren, Agustín García Calvo y Enrique Tierno Galván, que habían dado apoyo a los estudiantes, fueron expulsados de la universidad a perpetuidad; José María Valverde renunció a su cátedra en solidaridad con los expulsados.2 Como sucederá en Barcelona, en Madrid el vínculo entre el movimiento estudiantil y el ámbito intelectual y, a partir de él, la sociedad civil en general, fue de capital importancia tanto para la proyección pública de la movilización como, sobre todo, para la visibilización de la contestación social. 




			Efectivamente, al año siguiente, el protagonismo estudiantil se plasmó en Barcelona donde, además, la ruptura con la universidad franquista fue fundamental. Los estudiantes desplegaron un gran activismo creativo al tiempo que una gran capacidad de organización, que les permitió constituir el Sindicato Democrático de Estudiantes de la Universidad de Barcelona —SDEUB— el 9 de marzo de 1966.3 El proceso preparatorio que condujo a la reunión constitutiva estimuló la politización y la cohesión estudiantil, pues en las asambleas previas participaron miles de estudiantes. Desde una perspectiva política general, mayor importancia tuvo la trascendencia ciudadana que adquirió la «Caputxinada»,4 particularmente entre las clases medias catalanas. Como tantas otras veces, la propia actuación gubernamental facilitó ese resultado. La policía no había tenido conocimiento del lugar de la reunión, a pesar de que en ella participaron 450 estudiantes y unos 50 intelectuales; cuando localizaron el lugar, la policía ordenó el desalojo y pretendió identificar a los participantes, ante lo que éstos decidieron encerrarse en el recinto franciscano con el apoyo de intelectuales de renombre como Jordi Rubió, filólogo e historiador de la literatura catalana, depurado en 1939, Salvador Espriu, Antoni Tàpies, Carlos Barral o José Agustín Goytisolo. 




			Como se había mostrado un año antes en Madrid, el movimiento estudiantil era capaz de generar actividad ciudadana a su alrededor; así la organización de actos de solidaridad contribuyó a impulsar una dinámica unitaria desconocida hasta entonces. Las numerosas manifestaciones estudiantiles crearon un nuevo ambiente y la movilización del Primero de Mayo alcanzó un nivel notable dado el contexto represivo existente. El nerviosismo de las autoridades franquistas se puso en evidencia pocos días después cuando unos ciento treinta sacerdotes se concentraron en el claustro de la catedral y decidieron trasladarse a la Jefatura Superior de Policía para entregar un escrito protestando por las torturas sufridas por un estudiante de ingeniería industrial. No tan solo no consiguieron su objetivo sino que fueron apaleados y perseguidos en su trayecto por la Vía Layetana ante la incredulidad de los transeúntes. 




			Más allá de la vida efímera de los Sindicatos Democráticos de Estudiantes, que en los años siguientes se expandieron en la mayoría de campus universitarios españoles, la «Caputxinada» favoreció la acción unitaria entre las fuerzas políticas. Así, el éxito del SDEUB facilitó que, a partir del movimiento de solidaridad con los estudiantes represaliados, se formara la Taula Rodona de Forces Polítiques,5 el primer organismo realmente unitario que se creó en Cataluña tras la guerra civil, en el que se integraron organizaciones políticas de todo el espectro político, desde la democracia cristiana a los comunistas. 




			Situado en los años setenta el movimiento vecinal, que apenas había tenido desarrollo anterior en tanto que movimiento, se conformó como un importante actor de contestación política, alcanzando hacia mitad de la década una presencia social muy notable. Particularmente, desde 1973 se desarrollaron numerosos conflictos que permitieron vincular el movimiento vecinal con la movilización política y social que experimentaban distintos sectores de la sociedad catalana. Aquél, además, se convirtió en referencia para la democracia participativa a la que aspiraban sectores amplios de la oposición antifranquista.  




			El propio clima de creciente movilización social favoreció el ensanchamiento de la contestación hasta ámbitos impensables poco tiempo antes. Tal fue el caso de la enseñanza, y al profesorado se sumaron desde 1972 los estudiantes de secundaria, una presencia que respondía al clima de contestación antiautoritaria que se estaba extendiendo entre los jóvenes, más que a aspectos académicos concretos. Las universidades, en conflicto permanente desde 1972 pero ya sin movimiento articulado, se sumaron a la movilización general contra la dictadura. 




			La ampliación del espacio antifranquista se visualizó de forma clara entre los profesionales que, en proporciones significativas, se implicaron en los movimientos sociales. Una de las vías más eficaces de incorporación de los sectores profesionales a la contestación política fue la de los colegios profesionales que, al margen de su actuación en la defensa de los colegiados, se convirtieron en tribuna para la defensa de los intereses generales y de reivindicación de las libertades democráticas. Así, desde la perspectiva política, la articulación de la sociedad civil experimentó un salto cualitativo desde 1974. En los primeros meses del año se celebraron elecciones a diversos colegios profesionales y los resultados fueron muy alentadores para el antifranquismo, en particular los que se alcanzaron en el Colegio de Arquitectos de Barcelona. Las posibilidades de actuación contestataria legal que abría la presencia de militantes antifranquistas en las instituciones afianzaba la visibilidad de las alternativas democráticas. 




			Situados ya en 1975, se hicieron igualmente frecuentes situaciones inimaginables tan solo unos meses antes. Desde 1969 se desarrollaban campañas a favor de la enseñanza del catalán en la escuela, que se intensificaron progresivamente; el 4 de marzo de 1975, en el plenario del Ayuntamiento de Barcelona convocado para aprobar los presupuestos, el regidor Jacint Soler Padró presentó una enmienda solicitando una partida de 50 millones de pesetas para subvencionar la enseñanza del catalán, una cantidad muy pequeña para las finanzas municipales. La mitad de los regidores, 18, excluido el alcalde Enric Masó que se abstuvo, votaron en contra, con lo que quisieron mostrar su adhesión franquista. El resultado no podía ser más contraproducente para el régimen, ya que aquel «no» actuó de catalizador de la movilización social. La reacción cívica fue contundente y los periódicos recibieron centenares de cartas individuales y de entidades manifestando su repulsa ante aquella decisión. Por otro lado, el «no al català» puso en evidencia a unos gobiernos municipales faltos de cualquier tipo de representatividad, incluso entre sectores indiferentes políticamente, lo que contribuyó a ampliar la exigencia de democratización de la vida pública. Recogiendo la voluntad de desarrollar una democracia participativa, propia de aquel momento, 118 entidades barcelonesas formaron una comisión con el objetivo de elaborar una propuesta de actuación para normalizar el catalán en la escuela, que fue presentada al alcalde Masó en forma de carta abierta.  




			Así, la imbricación entre política, sociedad y cultura fue fundamental en Cataluña. Si bien, de la misma forma que en otros puntos de España, los movimientos sociales a los que se ha hecho referencia se sostenían sobre el activismo de los militantes de izquierda, las reivindicaciones cívico-culturales de carácter catalanista comportaban un notable elemento diferenciador, pues éstas atraían a personas de distintos perfiles ideológicos, entre ellas las procedentes del catalanismo conservador, lo que comportaba una transversalidad que también influyó en la ampliación del espacio e incluso de las sinergias antifranquistas en Cataluña. En ese sentido, fue especialmente notable la colaboración de sectores conservadores y progresistas en distintos proyectos de infraestructura cultural, por ejemplo, de carácter editorial o en las entidades cívicas. En otro terreno, especial relevancia político-cultural adquirió el movimiento de la Nova Cançó en el que, progresivamente, el componente de canción-protesta de contenido político adquirió gran resonancia. No es exagerado afirmar que los recitales de la Nova Cançó se convirtieron en foros de expresión antifranquista en los que tan protagonistas eran los artistas como el público que proclamaba abiertamente su rechazo a la dictadura. 




			Buen reflejo de la conexión entre política y cultura fue también la convocatoria del Congrés de Cultura Catalana. Impulsado en los primeros meses de 1975 por el Colegio de Abogados de Barcelona en el marco de la movilización a favor del catalán en la escuela y de defensa de la cultura catalana, pronto encontró el apoyo de otros colegios y asociaciones profesionales, así como del Institut d’Estudis Catalans. Ya antes de la muerte de Franco, el Congrés de Cultura Catalana se había convertido en una de las grandes plataformas unitarias cívicas, con una gran incidencia tanto cultural como social y política. Así, en 1976 se fueron creando estructuras locales y comarcales para dinamizar el debate en torno a veinticinco grandes ámbitos de trabajo del Congreso. Esas estructuras, junto a las existentes de la Assemblea de Catalunya, implicaron la movilización de decenas de miles de personas que participaron activamente en debates y resoluciones, percibiéndose a sí mismas como protagonistas de un gran proyecto colectivo. La dinamización política y cultural fue paralela además a un alud de resoluciones que se convirtieron en la base de las políticas aplicadas en la etapa democrática posterior. 




			En definitiva, antes de la muerte de Franco se había tejido en Cataluña una red de complicidades sociales que ponía en evidencia la incapacidad del régimen para mantener el control social. Ricardo de la Cierva afirmó, en junio de 1975, que Cataluña estaba en una fase predemocrática y allí era donde se había manifestado más claramente el fracaso de la involución de 1975. Para quien había sido jefe del Gabinete de Estudios sobre Historia cuando Manuel Fraga estuvo al frente del Ministerio de Información y Turismo en los años sesenta, la voluntad de cambio democrático era imparable y «es el régimen quien anda dirigido por la transición» mientras éste retorna a los orígenes.6 




			 




			ANTIFRANQUISMO, CATALANISMO Y POLÍTICA UNITARIA 




			 




			Las conclusiones de la obra de Josep Maria Colomer, Cataluña como cuestión de estado,7 ofrecen una buena síntesis de la evolución del catalanismo durante el tardofranquismo. Colomer plantea que en los años sesenta habían proliferado los ensayos sobre la idea de nación, el catalanismo y las relaciones entre Cataluña y España, que mostraban un cambio muy notable en relación a los planteamientos existentes durante el primer franquismo. Las diversas corrientes que en aquellos años habían confluido en la reconstrucción de un nacionalismo católico, en los años sesenta y setenta habían abandonado cualquier referencia a la «raza» catalana y habían hecho suyos los postulados del liberalismo democrático. Su reivindicación catalanista se apoyaba en los derechos lingüísticos y culturales, considerados derechos naturales, y las propuestas estrictamente políticas podían ser diversas, desde la descentralización administrativa a la autonomía e, incluso, el mero reequilibrio de los repartos fiscales del Estado. El independentismo era blandido retóricamente en ocasiones pero, entre estos sectores, existía de forma implícita una aceptación de la situación de hecho de Cataluña dentro del Estado español. La reclamación de compensaciones por los agravios históricos sufridos de aquel Estado, considerado también como una realidad permanente y siempre hostil, podía conducir a un pragmatismo no muy alejado de la «conllevancia» que también desde una concepción castellanista se había sugerido, casi como un mal menor inevitable.8 




			Por su parte, en el pensamiento político sobre la cuestión nacional de inspiración marxista adquirió potencia la corriente que impulsó el uso del término nacionalidad, término que hasta entonces había sido utilizado para designar una nación carente de alguno de los elementos requeridos para ser plenamente nación y que pasó en aquellos años a referirse, sobre todo, a las colectividades con rasgos de tipo nacional carentes de un poder político propio, un Estado. Esta corriente coincidía con otras tendencias catalanistas en la trascendencia de la lengua y de la cultura en la identidad catalana, pero ponía especial énfasis en el ámbito político; así la voluntad de autogobierno exigía plantearse la cuestión del Estado. 




			Desde los años sesenta tomó fuerza una nueva concepción de la idea de España como nación. La nación española se definía como resultado de una conciencia de solidaridad de unos pueblos plurales y diversos y de una voluntad colectiva de convivencia en un marco político institucional comúnmente aceptado. El catalanismo antifranquista pasó de la resistencia contra la España tradicional y el régimen dictatorial a un proyecto alternativo de construcción de una nación y de un Estado incorporando la tradición federalista. En ese contexto, la reivindicación de un Estatuto de Autonomía para Cataluña, que tendría que comportar poderes efectivos en los campos legislativo, ejecutivo y judicial, actuó como una fórmula flexible que podía ser generalizable de acuerdo con la conciencia de comunidad y con la voluntad de autogobierno expresada por una u otra colectividad en toda España. La experiencia de la II República, cuya legitimidad estaba implícita en la referencia de la Assemblea de Catalunya al Estatuto de 1932, y en parte también la de Italia en la posguerra, podían sugerir la regulación de dos vías jurídicas de acceso a la autonomía, aptas para diferentes niveles de autogobierno, sin descartar un horizonte final igualitario al que se pudiera llegar por diferentes vías y a velocidades desiguales.9 




			Como es bien sabido y se verá en la segunda parte de este trabajo, las principales líneas teóricas y programáticas elaboradas por el antifranquismo catalán de los años setenta inspiraron, en gran medida, al resto del antifranquismo español en relación a la cuestión nacional y al diseño constitucional refrendado en 1978. Se puede decir que lo que se proyectó desde Cataluña al conjunto de España durante los años setenta fue una propuesta de generalización a los demás pueblos de España de la autonomía que los catalanes querían para ellos mismos, propuesta que permitió dibujar una nueva forma de Estado.  




			Una buena síntesis de ese planteamiento es el que publicó Jordi Solé Tura en 1976. El que sería ponente constitucional, tras hacer un repaso histórico de lo sucedido a lo largo del siglo XIX, afirmaba que el catalanismo fue «la expresión y el resultado de una compleja lucha política e ideológica que tuvo como eje principal de avance y precipitación la lucha por una determinada estructuración del Estado». Solé Tura argüía que los proyectos políticos catalanistas habían sido bien distintos entre ellos y eso había dado lugar a duros enfrentamientos de clase dentro de Cataluña pero, finalmente, todos ellos topaban con el Estado centralista, de manera que 




			 




			la estabilización y la potenciación de sus rasgos nacionales [catalanes] solo serán posibles cuando se consiga resolver la cuestión del poder. ... Y si, por una serie de razones históricas y actuales, la constitución de un poder político propio no solo es inviable sino también contrario a los intereses reales de la gran mayoría de la sociedad, es claro que la solución pasa por la transformación profunda de la estructuración centralista y burocrática del Estado español y por la creación de un marco político suficientemente descentralizado —como por ejemplo el marco federal— para que el sistema de valores que define el bloque de clases catalán se encuentre reflejado y potenciado por el Estado en el que se encuentra inscrito.10 




			 




			Durante el franquismo, el catalanismo hegemónico y, en cualquier caso, el de mayor presencia política era de izquierdas y, como se ha dicho, la izquierda catalana mayoritaria planteó la cuestión nacional en el marco de la transformación del Estado español. A diferencia de lo que en el plano teórico planteaba Jordi Pujol, según el cual Cataluña era la «tesis» y los proyectos en relación con España las «hipótesis», pues «lo que importa de un pueblo no es su política, sino su ser esencial»,11 para la izquierda la cuestión nacional era un elemento más de la estrategia de los grupos y clases sociales y sus proyectos sociales y políticos12 sin que ello implicara menor identidad catalanista. 




			Si los proyectos políticos catalanistas exigían la transformación profunda del aparato del Estado, ello implicaba que la acción política exigía unidad en Cataluña y alianzas en el resto de España. A diferencia de lo que ocurrió a nivel estatal, en Cataluña las posibilidades de crear organismos unitarios se manifestaron pronto, pero fueron consecuencia del mayor peso de la movilización antifranquista13 en la sociedad catalana, no de una voluntad unitaria innata de los sectores opuestos al franquismo. En aquellas décadas de guerra fría el anticomunismo era un elemento condicionante de primer orden en las relaciones entre las organizaciones políticas, particularmente en la España franquista, donde el anticomunismo junto con el catolicismo se había convertido en rasgo de identidad política del régimen. Ello afectó severamente a la acción unitaria, pues los comunistas estaban en el corazón de los sectores movilizados. Sin ellos una plataforma unitaria hubiera tenido poca significación, pero el rechazo del resto de núcleos opositores a colaborar con ellos también impedía que se formalizara cualquier acuerdo.  




			En Cataluña el anticomunismo era tan intenso como lo era entre las fuerzas políticas de la oposición española. Las diferencias más notables eran, sin embargo, que el socialismo activo —el Moviment Socialista de Catalunya (MSC)— no tenía recelos respecto a la colaboración con los comunistas y, por otro lado, que el peso de los sectores movilizados era mucho más importante en relación al conjunto catalán que el existente en otras zonas en relación al conjunto español. El hecho es que ya desde mitad de los años sesenta es posible hablar de acción unitaria en Cataluña. Después de la formación de la Taula Rodona, la organización unitaria alcanzó un punto destacado con la constitución de la Comissió Coordinadora de Forces Polítiques de Catalunya, en 1968, y tuvo un momento notable en diciembre de 1970 durante el encierro en Montserrat contra el consejo de guerra de Burgos; la acción unitaria se materializó definitivamente con la constitución de la Assemblea de Catalunya en 1971. 




			La constitución de la Comissió Coordinadora de Forces Polítiques de Catalunya tuvo lugar el 25 de febrero de 1968 en la casa solariega del dirigente socialista Joan Reventós, en la población tarraconense de El Vendrell. Se reunieron para la ocasión representantes de las organizaciones: MSC, PSUC, Front Nacional de Catalunya y Unió Democràtica de Catalunya; aunque no estuvo presente, también participó de la iniciativa Esquerra Republicana de Catalunya, que se incorporó inmediatamente después.14 Se trataba de grupos muy distintos y de presencia social desigual pero, para el dirigente socialista Raimon Obiols, «todos ellos imprescindibles para iniciar un proceso que, si hubiese tenido su correlato en el conjunto del Estado español, habría adelantado en el tiempo el cambio hacia la democracia y lo habría hecho más profundo y completo desde el punto de vista de los intereses democráticos y nacionales de Cataluña y de los pueblos hermanos».15 Los siete puntos programáticos que se aprobaron hacían referencia a las libertades democráticas, la amnistía general, la libertad sindical, el derecho de huelga, la adopción de medidas sociales y económicas para resolver los problemas más urgentes del país, el restablecimiento del Estatuto de Autonomía de Cataluña de 1932 y la convocatoria de Cortes Constituyentes elegidas por sufragio universal.16 




			La constitución de la Coordinadora tuvo gran trascendencia, ya que venía a mostrar que la gran línea divisoria entre comunistas y no comunistas —que, con frecuencia, se podía traducir por anticomunistas— se empezaba a superar en buena medida en Cataluña. Y ello era fundamental porque, en la práctica, aunque los comunistas aportaban la capacidad movilizadora, el resto de siglas aportaban ante una parte de la población una legitimidad democrática imprescindible; movilización y legitimidad eran dos componentes igual de esenciales. El proceso de unidad debía superar muchas dificultades pero definía las bases de una potencial alternativa democrática. Desde finales de la década de los sesenta, Cataluña se convirtió en el gran laboratorio de la lucha pacífica contra el franquismo,17 un proceso que destacaba más teniendo en cuenta la situación en el País Vasco, donde se estaba consolidando una opción de lucha armada contra la dictadura. 




			En Cataluña los saltos adelante en la articulación opositora también estuvieron relacionados con los acontecimientos de otras zonas de España. En Barcelona, el juicio de Burgos precipitó el proceso que llevaría a la constitución de la Assemblea de Catalunya. La posibilidad de que el tribunal militar sentenciase las penas de muerte solicitadas para los militantes de ETA encausados generó protestas contra la dictadura de intensidad diversa en toda España. El encierro de Montserrat, iniciado el 12 de diciembre de 1970, que propició además la formación de la Assemblea Permanent de Intel·lectuals, tuvo un notable impacto; el éxito de la convocatoria fue grande y allí se aprobó una declaración cuya importancia no estaba relacionada tanto con el contenido —se reiteraban las reivindicaciones de la oposición— como, por un lado, con la relevancia social y cultural de las personalidades que participaron en el encuentro y que firmaron el manifiesto, y, por otro, con el eco internacional que el documento tuvo.18 El mismo recinto que acogió la reunión, en un marco de tensiones crecientes entre la Iglesia y el régimen franquista, acentuó el impacto del acontecimiento en la opinión pública.19 




			En lo que afecta a las fuerzas políticas antifranquistas presentes en la CCFPC, comunistas y socialistas eran conscientes de que, en el contexto de la dictadura, era imprescindible sumar a la unidad de los partidos a los colectivos sociales organizados y contestatarios respecto al régimen. El encierro en Montserrat sirvió de muestra de la potencia de la acción unitaria que, socialmente, no era identificada automáticamente con los partidos. La dirección comunista, en particular, entendía que la existencia de una alternativa como la que prefiguraba una Assemblea de Catalunya atraería al disentimiento político activo a centenares de miles de personas que, hasta aquel momento, no veían a través de qué vías podía instaurarse la democracia. Desde su perspectiva venía a ser la plasmación del «Pacto para la Libertad» propugnado por el PCE desde el verano de 1970 como vía para acabar con la dictadura. 




			Ciertamente, la propuesta de ir hacia una «gran asamblea de Cataluña», además de contar con el imprescindible impulso político y organizativo de los partidos y de CCOO, obtuvo el apoyo de los colectivos que se habían ido articulando en torno a la reivindicación de derechos democráticos. Tal era el caso del grupo que se había creado en el seno de la Magistratura, que en un documento interno afirmaba que la Assemblea de Catalunya «puede y debe ser una muestra viva y de grandes posibilidades de que, a despecho de la falta de libertades democráticas y de la represión, las fuerzas progresistas de Cataluña manifiestan su audacia conquistando, estableciendo y ejerciendo la libertad, dentro de las limitaciones de la dictadura. La represión ya no puede contener el avance hacia la democracia».20 




			El 7 de noviembre de 1971, en la iglesia de Sant Agustí Vell, se constituyó la Assemblea de Catalunya. Participaron trescientas personas que aprobaron un programa que se sintetizaba en cuatro puntos:  




			 




			1. La consecución de la amnistía general para los presos y exiliados políticos. 2. El ejercicio de las libertades democráticas fundamentales: libertad de reunión, de expresión, de asociación —incluida la sindical—, de manifestación y derecho de huelga, que garanticen el acceso efectivo del pueblo al poder económico y político. 3 El restablecimiento provisional de las instituciones y de los principios configurados en el Estatuto de 1932, como expresión concreta de estas libertades en Cataluña y como vía para llegar al pleno ejercicio del derecho de autodeterminación. 4. La coordinación de todos los pueblos peninsulares en la lucha por la democracia.21 




			 




			Concluido el acto, los participantes abandonaron tranquilamente la iglesia coincidiendo con la salida de los feligreses que habían ido a la misa vespertina. No fueron detectados por la policía. 




			Evidentemente las autoridades gubernamentales no se quedaron impasibles ante tal reto y desplegaron todas las antenas para impedir una nueva reunión plenaria, convocada para el 7 de noviembre de 1973. El 28 de octubre, poco después de iniciada la sesión de la Permanente de la Assemblea, irrumpió la policía en la iglesia de Santa Maria Mitjancera de Barcelona y 113 personas fueron detenidas.22 La movilización de la sociedad civil fue inmediata y el mismo domingo el abad de Montserrat y los decanos o presidentes de los colegios de Aparejadores, Arquitectos, Ingenieros y Licenciados se presentaron en la Jefatura de la Policía en Vía Layetana. En un marco de empatías y solidaridades crecientes, la Assemblea de Catalunya era ya más que la suma de sus integrantes; se estaba convirtiendo en un proceso, más que en una estructura. 




			La decisión del Tribunal de Orden Público del 22 de noviembre de conceder la libertad provisional a la mayor parte de los encausados fue presentada como una victoria de las fuerzas democráticas, y no era difícil llegar a esa conclusión considerando que el fiscal del Tribunal Supremo —a instancias del gobernador civil y otras altas autoridades— había interpuesto recurso para evitar la libertad provisional. Treball, el clandestino órgano del PSUC, reproducía unas palabras de Emilio Romero para ilustrar la profunda debilidad del régimen: «es necesario reconocer que desde los años siguientes a la segunda guerra mundial, de muchas preocupaciones diarias, no ha habido ningún otro momento más tenso que éste para los gobernantes».23 




			En poco tiempo, la Assemblea de Catalunya se convirtió en un movimiento unitario único en toda España, en el que estaban presentes los partidos políticos, las organizaciones sindicales, grupos y colectivos vinculados a colegios y actividades profesionales, a asociaciones de vecinos, o a las entidades culturales más diversas. Un movimiento cada vez más amplio; si en el momento de la fundación en la Assemblea se integraban 45 organizaciones (10 partidos políticos, 16 asociaciones de vecinos, 6 colegios o asociaciones profesionales, 4 organizaciones sindicales y 9 agrupaciones de distinto carácter), al alcanzar el cénit en 1976, en la Assemblea estaban representadas 128 organizaciones diferentes (60 asambleas de localidad o comarca, 22 partidos, 25 asociaciones de vecinos, 6 sindicatos, 8 colegios o asociaciones profesionales, 4 agrupaciones de jóvenes y 3 de diversa naturaleza).24 




			Aquella diversidad era un valor en sí mismo. La Assemblea de Catalunya venía a representar las fuerzas de la izquierda social de un catalanismo nítido pero muy alejado del nacionalismo conservador. Los cuatro puntos de la Assemblea, ampliamente divulgados e interiorizados entre grandes sectores de la población, vincularon posturas sociales progresistas a la política democrática de ruptura y a una definición precisa de catalanismo. Las relaciones entre Cataluña y el conjunto de España que propugnaban las fuerzas impulsoras de la Assemblea eran bien claras: se trataba de consolidar la libertad y el autogobierno de Cataluña en un nuevo proyecto de Estado.25 La solidaridad política de la Assemblea de Catalunya no solo fue verbal sino que fue práctica y algunos de sus representantes recorrieron España de norte a sur y de este a oeste, impulsando el movimiento democrático en el conjunto peninsular. 




			El simple hecho de la constitución de la Assemblea fue un estímulo extraordinario para la acción unitaria y la práctica democrática. Convivían en larguísimas reuniones gentes procedentes de distintas culturas políticas, lo que generaba solidaridades que, a medio plazo, tuvieron efectos políticos. Por otra parte, la Assemblea de Catalunya llegó a pueblos en los que hasta los años setenta no se había dado ninguna movilización sociopolítica, y en las convocatorias de la Assemblea participaron personas que difícilmente habrían tenido una actividad política partidista. En términos relativos, este fenómeno fue particularmente importante en las comarcas más alejadas de las zonas de elevada densidad obrera. Igualmente, la Assemblea fue esencial para la creación de unas solidaridades políticas interclasistas, que tenían una escasa presencia en el resto de España. 




			La decisión del ensanchamiento territorial fue importante. En mayo de 1974, la Assemblea impulsó la creación en todas las grandes y medianas ciudades de Assemblees Democràtiques locales con el objetivo de descentralizar la presencia geográfica y sectorial de la AC y abrirla también a las acciones vinculadas a problemas concretos. En 1976 se habían constituido 59 asambleas democráticas y se podría afirmar que la Assemblea de Catalunya simbolizaba el poder de base con pretensión rupturista que pretendía construir desde la sociedad una alternativa de poder político. Era, en buena medida, la plasmación de una sociedad alternativa antifranquista en la que las reivindicaciones sociales se unificaban con las políticas, aunque cada sujeto podía priorizar unas u otras. 




			En definitiva, la Assemblea de Catalunya permitió al antifranquismo catalán disponer de un instrumento unitario, coordinador y movilizador, capaz de tener un papel protagonista y condicionante de la vida política. Al mismo tiempo se puede decir que la existencia y la influencia de la Assemblea expresaba la profundidad de la crisis de la dictadura en Cataluña y la extrema dificultad del continuismo franquista.  




			La fuerza del antifranquismo catalán procedía en buena medida de su capacidad de atraer a amplios sectores de la población; tal como avanzaba la década de los setenta los valores fundamentales del antifranquismo tenían una amplia aceptación en la sociedad catalana aunque solo una parte de quienes los compartían los manifestaran abiertamente. La Assemblea de Catalunya venía a representar todo el tejido «vivo» de Cataluña. 




			De cara al futuro, sin embargo, los partidos políticos deberían jugar un papel fundamental. Desde principios de abril a finales de mayo de 1975 tuvo lugar en Barcelona un insólito ciclo de conferencias bajo el equívoco título de «Les Terceres Vies a Europa», que se convirtió en la presentación pública de las distintas corrientes de la oposición catalana. Cuando los organizadores fueron a presentar la solicitud de autorización al gobernador civil, Rodolfo Martín Villa les dijo que aquello era ilegal y que les multaría pero que no lo prohibiría.26 Participaron —en este orden— Anton Cañellas, Josep Solé Barberà, Josep Pallach, Joan Reventós, Ramon Trias Fargas y Jordi Pujol, en representación de Unió Democràtica, PSUC, Reagrupament Socialista, Convergència Socialista, Esquerra Democràtica y Convergència Democràtica. 




			El éxito de público fue notable y en el acto de clausura, celebrado el 12 de junio, participaron mil quinientas personas. Antonio Garrigues Walker fue categórico a la hora de confesar a Manuel Vázquez Montalbán, cronista del acto, que en España nunca se había visto un acto político de aquel carácter.27 Ese mismo día, los ponentes presentaron una declaración conjunta de cinco puntos, conocida como «el pacto catalán». El primer punto, significativamente, hacía referencia a la necesidad de superar «la división entre vencedores y vencidos que ha estado presente desde la guerra civil», por lo que era imprescindible una amnistía. Los cuatro puntos restantes versaban sobre el reconocimiento de los derechos y libertades fundamentales; la participación activa del pueblo en la sociedad democrática; la transformación pacífica del sistema legal a través de unas Cortes constituyentes y la creación en el ámbito catalán de un órgano específico de autogobierno.28 En esencia, lo que se estableció tras las elecciones de junio de 1977. La declaración, como documento unitario, significó un impulso decisivo para la constitución del Consell de Forces Polítiques de Catalunya a partir de esos seis partidos. 




			Entre ellos, el Partit Socialista Unificat de Catalunya era la organización con mayor presencia social. El II Congreso del PSUC, celebrado en 1965, puso las bases de lo que serían las líneas maestras de la actividad del partido de los comunistas catalanes a lo largo de los diez siguientes años: por un lado, impulsar la movilización reivindicativa social y política puesto que era la base de la lucha contra la dictadura; por otro, lograr la unidad de la oposición a la dictadura que, además, permitiese superar los límites de la actuación de los sectores antifranquistas movilizados.29 Ésta era igualmente la política del PCE, pero la realidad social en la que actuaba no era la misma. Y esto es un elemento suficientemente significativo para ser destacado.  




			El socialismo catalán, por su parte, vivió también a mediados de los años sesenta un cambio significativo. Las diferencias en el seno del Moviment Socialista de Catalunya entre la organización en el exilio, liderada por Josep Pallach, y la organización del interior, dirigida por Joan Reventós y Raimon Obiols, se fueron agudizando ya que esta última era partidaria de un mayor activismo que llevaba inevitablemente a la colaboración con los militantes comunistas en los movimientos sociales. Las divergencias se hicieron abiertas y en 1966, el MSC se identificó con la organización del interior en tanto que Josep Pallach impulsó desde el exilio la creación del Secretariat d’Orientació de la Democràcia Social Catalana. Aunque su militancia no era muy numerosa, el MSC fue una pieza destacada en la política unitaria pues hacía de muro de contención ante las actitudes anticomunistas, facilitando que del activismo comunista se beneficiara la oposición en su conjunto. En 1974 el MSC constituyó el núcleo impulsor de Convergència Socialista de Catalunya —CSC—.30 El grupo se articuló en torno del documento «Per la unitat dels socialistes de Catalunya». 




			Las fechas de constitución de una parte de los grupos protagonistas de la etapa de transición de la dictadura a la democracia muestran que el año 1974 fue fundamental para la conformación del mapa político catalán; la constatación de que a Franco le quedaba poco tiempo de vida aceleró los acuerdos entre los pequeños grupos preexistentes. En noviembre, Josep Pallach, que había vuelto a Cataluña en 1970, creó Reagrupament Democràtic i Socialista, en el que durante poco más de un año también se integraron los seguidores de Heribert Barrera en Esquerra Republicana de Catalunya. El profundo carácter anticomunista de Pallach hizo que durante los dos años siguientes, en una tensión creciente con CSC, buscara sus alianzas en sectores más conservadores del antifranquismo catalán. 




			En este espacio la figura central era Jordi Pujol. Convergència Democràtica de Catalunya se creó el 17 de noviembre de 1974 en Montserrat después de que a lo largo del verano Pujol hubiera activado los contactos y complicidades generadas a lo largo de las décadas anteriores.31 El nombre respondía a la voluntad de crear un partido popular capaz de aglutinar sectores diversos de la población, un volkspartei. CDC fue, desde sus orígenes, un partido «de centro móvil» en la relación izquierda-derecha, y a diferencia de lo que ocurriría después, desde su origen en 1974 y durante los años de la transición, se situó en el centro-izquierda, moviéndose el péndulo entre la definición social-demócrata y las posiciones y los apoyos sociales liberales e, incluso, claramente conservadores. El núcleo duro en el que convergieron distintos sectores fue en un sentimiento de fuerte identidad democrática y catalanista fácil de modelar políticamente según el tiempo y las circunstancias.32 




			La minúscula Unió Democràtica de Catalunya, junto con el PSUC y ERC, una organización preexistente a la dictadura franquista, forjó una red importante con otros núcleos demócratas cristianos con los que en 1965 formó el Equipo de la Democracia Cristiana Española transformado después en Equipo de la Democracia Cristiana del Estado Español. A partir de 1970 su actividad experimentó una cierta recuperación aunque no consiguió el protagonismo perseguido. 




			 




			LA OPOSICIÓN ESPAÑOLA Y LAS REIVINDICACIONES DE AUTONOMÍA 




			 




			También en 1974, los procesos de articulación antifranquista a nivel estatal se vieron acelerados por la grave enfermedad de Franco que, por primera vez, le obligó a traspasar sus poderes a Juan Carlos de Borbón. Pocos días después, el día 30 de julio se hizo pública la constitución de la Junta Democrática de España, simultáneamente en Madrid y París. El acontecimiento tenía una notable significación pues, hasta entonces, no había sido posible crear un organismo unitario a escala española. La propia creación del organismo, perseguida en particular por el PCE durante mucho tiempo, impulsaba el proceso unitario a nivel general. La Junta, como la Assemblea, era un organismo abierto que se proponía coordinar, impulsar, promover y garantizar un proceso constituyente de la democracia política en España. 




			Aunque el PCE fue su impulsor fundamental, el potencial de influencia de la Junta venía de su capacidad de integrar fuerzas distintas y, en muchos lugares, sencillamente a personas activas sin militancia concreta. En ese sentido era de gran relevancia la participación de distintas organizaciones socialistas, como el Partido Socialista Popular, el Partido Socialista de Andalucía, el Partido Socialista de Aragón, así como el Partido Carlista; de gran importancia era la presencia de «independientes» como José Vidal Beneyto, Rafael Calvo Serer o Antonio García Trevijano que, potencialmente, podían atraer a sectores conservadores que optaran claramente por la democracia. El programa de la Junta se articulaba en doce puntos que recogían las propuestas básicas para la democracia; entre ellas aparecía en el punto noveno la afirmación de la unidad política del Estado español, al mismo tiempo que el reconocimiento de la personalidad política de los pueblos catalán, vasco y gallego y el derecho de autogobierno, extensible a las comunidades regionales que lo decidieran democráticamente.33 




			A lo largo del franquismo las principales formaciones políticas de la oposición española fueron incorporando a sus programas el reconocimiento del derecho a la autonomía de las distintas «nacionalidades y regiones» y se podría decir que la reivindicación de la autonomía se convirtió en punto fundamental de las reivindicaciones democráticas, partiendo de la convicción de que «la cuestión nacional no se puede resolver por la violencia o el decreto», y de que la experiencia histórica mostraba que «España seguirá siendo percibida como un problema si no consigue reforzar y defender la diversidad de sus pueblos».34 




			Ciertamente, durante el período franquista y en el seno de las organizaciones de izquierda de ámbito estatal, la sensibilidad hacia la necesidad de reconocer las distintas identidades políticas y culturales existentes en España no fue resultado principalmente del tacticismo o de la búsqueda de apoyos en la lucha contra la dictadura. Esa sensibilidad era, en efecto, muy diversa en intensidad y características pero, como se explicará más adelante, en las grandes corrientes de la izquierda marxista existentes, en los años sesenta la «cuestión nacional» tuvo una atención muy notable. El PCE, dada la tradición leninista sobre el tema y con la influencia del PSUC, defendió de forma clara la realidad plurinacional de España. Por su parte, en el espacio socialista crecieron distintos núcleos con una identidad territorial bien definida que en 1974 formaban una parte significativa de la Conferencia Socialista Ibérica. 




			En buena medida, la asunción de la necesidad de dar respuesta a las reivindicaciones de las «nacionalidades» era resultado del posicionamiento del catalanismo hegemónico en las décadas de los sesenta y setenta, que apostaba claramente por un proyecto de transformación del Estado español. Desde 1974, cuando la escena política española se agitó definitivamente, el PSUC y CSC apostaron en el seno de la Assemblea de Catalunya por impulsar la acción unitaria en el resto de España; aunque no era fácil. Con frecuencia fueron Antoni Gutiérrez Díaz (PSUC) y Raimon Obiols (MSC) quienes se desplazaron a las ciudades con mayor potencial opositor, como Madrid, Valencia y Sevilla. Si bien en Valencia las relaciones personales hacían los encuentros más fluidos, era frecuente que los delegados catalanes debieran realizar múltiples y agotadoras reuniones con distintos grupos puesto que ni siquiera era posible mantener reuniones conjuntas. 




			La causa no era otra que el anticomunismo extendido entre amplios sectores moderados: si bien los comunistas tenían una fuerte presencia en la oposición, muchos grupos y personalidades rechazaban la unidad con los comunistas. Cabe ser más precisos y podría decirse que rechazaban formalizar los contactos, dado que las reuniones bilaterales entre cuadros comunistas y representantes de la democracia cristiana y otras corrientes eran continuadas. Lógicamente eso también ocurría porque en esas grandes ciudades el franquismo era más fuerte que en Barcelona, donde hacía tiempo que éste había perdido la hegemonía social y política, también entre las clases medias y altas. Aunque no lo explicitaran públicamente, los delegados catalanes eran conscientes de que las posibilidades de actuación opositora eran muy distintas. Una movilización obrera en Madrid podía ser tan o más importante que en Barcelona pero era mucho más difícil traducirla en fuerza de la oposición política, con lo que la correlación de fuerzas no mejoraba suficientemente para la oposición. 




			La creación de la Junta Democrática de España tuvo un impacto notable en la opinión pública internacional y entre los sectores movilizados del país. Poco después de constituirse, cursó una invitación al secretariado de la Comisión Permanente de la Assemblea de Catalunya «como instancia unitaria de la nacionalidad catalana» con el objetivo de iniciar conversaciones. Sin embargo, en la Assemblea se manifestaron reticencias de distinto carácter en relación a la Junta Democrática de España. Por una parte, el recelo latente procedía del temor de que la Junta creara organización en Cataluña. Por otro lado, en la Junta el peso del PCE era decisivo, por su mayor fortaleza organizativa y porque la Junta no logró que se incorporaran los grupos demócrata-cristianos y el PSOE. Los socialistas empezaban a tener una presencia creciente en la escena española después de que en otoño de 1974 celebraran en Suresnes su XIII Congreso en el que, ante una amplia representación internacional, fue elegido primer secretario Felipe González, quien encabezó un equipo renovador caracterizado por una mezcla eficaz de radicalismo discursivo y moderación en la acción política. A pesar de ciertas ambigüedades, los socialistas se pronunciaron por la ruptura democrática y aceptaron los acuerdos con los comunistas, pero ello no se plasmaría a corto plazo y el resultado fue que la Junta Democrática no fue un organismo unitario equivalente a la Assemblea. 




			En marzo de 1975 se reunió una Comisión de Enlace entre Assamblea y Junta y, para superar los recelos existentes, la delegación de la Junta aseguró que «teniendo en cuenta el alto nivel de convergencia política y la madurez de la lucha democrática en Cataluña, no se produciría el intento, por parte de la JDE, de crear Juntas Democráticas en Cataluña». La delegación de la Junta manifestó también que «necesita la colaboración de la Assemblea de Catalunya como máxima instancia unitaria del pueblo de Cataluña», aunque también puso de relieve «que Cataluña, para alcanzar efectivamente sus libertades nacionales no puede quedar aislada del resto del Estado español y de la realidad operativa que la JDE expresa»,35 planteamiento ampliamente compartido en la delegación catalana. Los planteamientos de ambos organismos eran muy parecidos, lo que se plasmó en el comunicado conjunto posterior, denunciando la política represiva de la dictadura. Ambas delegaciones declararon que «la dictadura no puede ser superada por ninguna forma continuista que se apoye en la evolución o la reforma», sino mediante un proceso de ruptura democrática realizada a través de la movilización popular de todas las fuerzas políticas y sociales».36 




			La cuestión de las nacionalidades había conseguido suficiente trascendencia como para que, paralelamente, la nueva dirección del PSOE ofreciera a la Comisión Coordinadora de Forces Polítiques de Catalunya una relación prioritaria que no fue aceptada.37 Meses después, en junio de 1975, se creó la Plataforma de Convergencia Democrática, un organismo formado por el PSOE, UGT, el PNV, los demócratas cristianos vinculados a Joaquín Ruiz-Giménez y otros pequeños grupos, entre ellos el liderado por Josep Pallach. La necesidad de impulsar organismos unitarios pero, al mismo tiempo, contrarrestar la influencia del PCE y de la Junta Democrática obligó a los miembros de Plataforma a aceptar la presencia de grupos que se presentaban a la izquierda del PCE, como el MCE y la ORT. Los socialistas, que necesitaban convertirse en polo de atracción, estaban sometidos a múltiples presiones. Sectores vinculados a la democracia cristiana y a la socialdemocracia nordeuropea llamaban al PSOE a que apostara por una opción no rupturista y proamericana. Sus dirigentes no atendieron esos llamamientos pero no facilitaron la política unitaria, pues debían conformar un espacio propio sin la sombra del PCE ni la de otros grupos socialistas reunidos en la Conferencia Socialista Ibérica que participaban en la Junta Democrática. A medio plazo, el objetivo era evitar el marco italiano con un partido comunista fuerte y un partido socialista débil.  




			Así el escenario era complejo en el ámbito del antifranquismo antes de la muerte de Franco. Eran múltiples los factores influyentes, en muchas ocasiones en direcciones opuestas. En cualquier caso, en el verano de 1975 se iniciaron las conversaciones entre la Junta y la Plataforma de cara a la creación de un único organismo unitario de la oposición. Fue el 30 de septiembre, cuando ambos organismos aprobaron una declaración en la que, después de denunciar el decreto-ley antiterrorista y las penas de muerte aplicadas a su amparo, rechazaron la continuidad del régimen y manifestaron su voluntad de emprender acciones políticas en torno a los cuatro objetivos prioritarios de las fuerzas democráticas: libertad de los presos políticos y sindicales y retorno de los exiliados; ejercicio de las libertades políticas y sindicales, sin exclusión; inmediato ejercicio de los derechos y libertades políticas de las naciones y regiones del Estado español; apertura de un período constituyente y celebración de una consulta popular sobre la forma de Estado y de gobierno.38 Exceptuando el último punto, éste es el programa que se abriría paso en el año 1976. 




			 




			EL FRANQUISMO Y CATALUÑA 




			 




			La construcción de un poder político autónomo en Cataluña durante la II República se convirtió en una obsesión para la derecha española, a la vez que en una coartada para los dirigentes de la sublevación contra la democracia republicana. Dionisio Ridruejo escribió que «cualquiera que haya vivido la guerra civil sabe que junto a la cuestión religiosa, la cuestión del regionalismo, del anti-regionalismo para ser más precisos, fue elemento de numerosa eficacia para anexionar voluntades a la causa económico social que sin duda constituía el fondo del asunto».39 




			En ese contexto, la instauración de la dictadura franquista supuso lo que entonces se denominó la reespañolización de Cataluña. Así lo señaló el primer gobernador civil de Barcelona, Wenceslao González Oliveros, quien proclamó nada más llegar a la ciudad en 1939 que se impondría sin contemplaciones la «reespañolización cultural de Cataluña» porque el «Caudillo vino aquí en marcha triunfal a vencer, pero no a convencer a los enemigos de España».40 En definitiva, en nombre de la unidad de España se impuso un ultranacionalismo español a lo largo de casi cuarenta años, convirtiéndose la idea de la unidad de España, junto con el anticomunismo, en rasgos permanentes de un discurso reactivo ante los retos que la sociedad fue generando a lo largo de la trayectoria de la dictadura. 




			Ello no fue obstáculo para que la propaganda franquista dedicara una atención especial a cualquier acontecimiento que pudiera ser presentado como la incorporación leal de Cataluña a la España Una. En enero de 1942, Franco viajó a Cataluña. La prensa presentó su llegada a Barcelona como un acontecimiento extraordinario, creando el clima de expectación imprescindible para la manifestación de la adhesión más incondicional. Se organizaron actos, se movilizaron a miles de trabajadores en las propias empresas, se llenaron las calles de adictos sinceros y de gentes miedosas.41 Lo importante era que se pudiera leer en los periódicos que «para quienes hemos contemplado en la mañana de hoy la ancha dimensión que el entusiasmo catalán ponía en torno de los tres símbolos inalterables del nuevo Estado —Caudillo, Ejército y Falange— el milagro ha entrado ya en todos los términos de la consecuencia palpable».42 Ernesto Giménez Caballero transmitió una imagen todavía más entusiasta: 




			 




			Pueblo de España: el 26 de enero de 1942 Franco ha roto este frente político como rompió el otro en 1938.— ... ¡Oh Cataluña querida, caudillo de la bandera nacional de España. Barcelona, ciudad nuestra, querida, adorada, conquistada, desposada con nosotros en este matrimonio para siempre! ... El frente se ha roto, españoles, pero no como en 1938, contra Cataluña: Se ha roto con Cataluña al frente, una vez más en la Historia.— ... Pueblo de España: la victoria final y decisiva de nuestro Movimiento se ve clara: ya baja hasta agujear con luces recién amanecidas ¡Arriba el afán! ¡Cataluña viene con nosotros!43 




			 




			Pocos meses después, Ernesto Giménez Caballero recopiló en un volumen sus notas de este viaje con el enfático título de Ante la tumba del catalanismo.44 Sin embargo, en menos de veinte años, y a pesar de la radicalidad de las medidas tomadas, los viejos problemas que se quisieron erradicar con una cruenta represión volvieron a hacer acto de presencia. Lo mismo que había ocurrido con la conflictividad social y el movimiento obrero, para el franquismo el «problema catalán» resurgió con fuerza en los años sesenta. 




			Prueba de ello es que en las discusiones del revitalizado Consejo Nacional del Movimiento se dedicó gran atención al tema del «regionalismo» en Cataluña y el País Vasco. Para analizar el problema, el Consejo Nacional encargó distintos informes a diversas personas de confianza, algunas de ellas sin militancia política en FET de las JONS,45 informes que debían ser discutidos posteriormente en la comisión de «difusión doctrinal». Las actas de las reuniones celebradas en 1966 demuestran que los consejeros eran conscientes de los retos que derivaban de la cuestión, por lo que el problema fundamental que se les planteaba era hasta dónde se podía llegar en el reconocimiento de lo que se denominaba la «diversidad regional». 




			La lectura de las actas permite constatar algo tan significativo como que en aquellas sesiones se manifestó con nitidez la distancia entre los planteamientos que defendían dirigentes políticos «de la capital» y los que se definían como «españoles que vivimos en la periferia», en palabras del consejero de Guipúzcoa Javier Domínguez Marroquín, pudiéndose establecer una relación bastante directa entre posición política respecto al «regionalismo» y procedencia geográfica. De todo ello eran conscientes los principales dirigentes allí presentes;46 en el debate de la comisión, el ponente Licinio de la Fuente vino a reflejar con su intervención la preocupación existente por la conexión que se establecía en la opinión pública entre Movimiento y rechazo de la diversidad regional. Como en tantos otros terrenos, en el aparato franquista existían contradicciones irresolubles. Indudablemente, los debates no tuvieron consecuencias políticas pues en el Gobierno las posiciones eran bastante unánimes en sentido contrario a cualquier política de mínima descentralización y, menos, de admisión de cualquier signo de identidad paralela a la española más allá del folclorismo. Lo máximo que se admitía —e incluso se incentivó en los años sesenta— fue un regionalismo bien entendido, impulsado por una parte del personal político franquista en Cataluña, entre el que destacó la figura del alcalde de Barcelona José M.ª de Porcioles,47 que representaba una mezcla de regionalismo de sentimentalidad catalana y nacionalcatolicismo catalán.48 




			Paralelamente, las mismas intervenciones en el Consejo Nacional del Movimiento reflejaban que, sin embargo, las propuestas franquistas no conseguían tener eco y que, en buena medida, la sociedad catalana vivía cada vez más y hasta donde era posible al margen del régimen. En este sentido, no deja de ser significativo el reducido prestigio social y la poca representatividad del personal político franquista en Cataluña. Con la excepción de Juan Antonio Samaranch, presidente de la Diputación de Barcelona desde 1973, y habiendo cesado José M.ª de Porcioles ese mismo año, las autoridades autóctonas no tenían apenas significación política o social.49 La prensa era un buen reflejo de la escasa conexión entre el ámbito institucional y la sociedad civil; todavía el 26 de enero de 1976 se podía leer que se había celebrado en el Saló de Cent el 37 aniversario de la «liberación» de Barcelona con una conferencia de Gonzalo Fernández de la Mora sobre «Defensa del Estado del 18 de Julio»,50 a la que solo asistieron personas cercanas al Movimiento. 




			Ésa era una diferencia notable respecto al resto de España. Un conocedor de la realidad catalana desde una permanente mirada desde el aparato del Estado, como era Rodolfo Martín Villa,51 describe como una diferencia entre Cataluña y el resto de España el hecho de que los organismos oficiales representantes del Estado en la provincia, en general, estaban nutridos por personas surgidas de esa misma realidad social, con lo cual la capacidad de conexión con sus élites y su representatividad era alta. Pero eso no pasaba en Cataluña y, sobre todo, no pasaba en Barcelona con la trascendencia que ello adquiría dada la relevancia de la capital catalana.52 La presencia catalana en las instituciones locales y provinciales era lógicamente importante, pero no así en los más altos cargos de la Administración periférica del Estado —gobiernos civiles, delegaciones ministeriales—. Por otra parte, los dirigentes foráneos no conseguían integrarse en la sociedad civil, en la que tenían mayor peso los sectores antifranquistas o, como mínimo, afranquistas. 




			Eso mismo destacó Manuel Milián Mestre, articulador del fraguismo catalán, quien señaló que en Cataluña «el franquismo andaba tan debilitado como su progenitor, viejo, achuchado y casi sin resuello en el discurso cansino de la decadencia»,53 a lo que contribuía la escasa capacidad de influencia cultural y política de la derecha, que calificaba de 




			 




			desierto, desbordado de complejos, pastoreada por un laureanismo burgués y católico que usaba de las escasas instituciones que quedaron en pie —Cámara de Comercio, Industria y Navegación, con un providencial y poliédrico Andreu Ribera Rovira que definía instituciones políticas aprovechando crípticamente la economía— y poco más. Era ya una derecha basculante hacia la esperanza de Jordi Pujol, o que en su entorno trataba de enhebrar moderaciones a partir de lo poco salvable, en hombres del franquismo.54 




			 




			No tan solo el franquismo catalán tenía escasa influencia sino que, también, la vida oficial se observaba con notable distancia: «En Cataluña la escenografía política madrileña aparecía poco menos que como un daguerrotipo, una foto aclorolatada, un anacronismo».55 Los mismos informes oficiales, o que circulaban por las instituciones, constataban que a la muerte de Franco «la sociedad catalana se está organizando a todos los niveles y al margen de los esquemas oficiales», de manera que para superar la situación era necesario tomar determinadas medidas: 




			 




			Cataluña puede alcanzar, más fácilmente que otras regiones, un equilibrio socio-político. Ahora bien, para conseguirlo, se requieren dos condiciones básicas: la primera, de índole particular, consiste en el reconocimiento pleno de lo que pudiera denominarse «libertad cultural», pagada sin cicatería con fondos públicos; y, asimismo, la autonomía, que en una primera fase podría circunscribirse a sus aspectos administrativos, con la seguridad de que las posiciones maximalistas al respecto no superan una organización federal del Estado, como la existente en Estados Unidos o en la República Federal de Alemania. La segunda condición que cese el acelerado deterioro de la situación económica, social y política, pues los tres factores resultan estrechamente interdependientes. Para lograrlo en las actuales circunstancias, la opinión pública catalana abrumadoramente mayoritaria —incluyendo la clase empresarial— considera que la única salida posible consiste en quemar etapas hacia las formas de gobierno democráticas.56 




			 




			El nuevo gobernador civil, Salvador Sánchez-Terán, al llegar a Barcelona en enero de 1976 percibió rápidamente que la visión de lo que era posible y deseable para la instauración de una democracia en España era distinta en Madrid y Barcelona, y que las diferencias esenciales giraban en torno a las posiciones hegemónicas en la sociedad civil.57 Como la politología ha señalado reiteradamente, el desafío a los regímenes autoritarios puede ser efectivo, duradero y capaz de convertirse en alternativa cuando en un país existe una sociedad civil en la que hay grupos capaces de actuar autónomamente, no tan solo en defensa de sus propios intereses e ideales sino también en forma unitaria cuando la ocasión lo demande.58 Salvador Sánchez-Terán constató que eso era lo que ya ocurría en Cataluña: existía una articulación suficiente para una acción colectiva coherente. Según el gobernador, además de la menor identificación de la burguesía catalana con el franquismo y de la constatación de la importante presencia social y política comunista en Cataluña, era necesario añadir un tercer factor realmente importante, «el pacto político que de hecho existía entre el catalanismo y los partidos obreros»,59 que estaba dando vida a la sociedad civil desde mitad de los años sesenta. 




			En definitiva, para el franquismo, el «problema catalán» no hizo más que agudizarse en la década de los setenta. La reivindicación en Cataluña del reconocimiento político-institucional de su personalidad histórica llevó a que, entre 1974 y 1975, incluso las asociaciones políticas que se acogieron al Estatuto franquista, aprobado en diciembre de 1974, tuvieran que dedicar atención a la cuestión, desde la Unión del Pueblo Español, de Adolfo Suárez y José Solís, a la Unión Democrática Española de Federico Silva Muñoz y Alfonso Osorio, que introdujeron en sus Bases doctrinales: «se afirma la unidad política de España y se estima que debe reconocerse la personalidad de las regiones, atribuyéndolas [sic] un efectivo poder de decisión».60 




			Así, situados ya en el crepúsculo de la dictadura, aunque en los ambientes políticos madrileños existía un gran desconocimiento sobre la sociedad catalana, eso no evitaba que hubiera la percepción clara de que si en algún lugar de España existía un fermento intenso y extenso a favor de la democracia éste era Cataluña. Al mismo tiempo, buena parte de los dirigentes políticos vinculados a la dictadura eran conscientes de que el «problema catalán» sería piedra de toque del proceso político futuro. En las instituciones franquistas existía preocupación por el papel que podía jugar Cataluña y alarmaba particularmente que todas las fuerzas políticas significativas estuviesen de acuerdo en propugnar la ruptura democrática. Aunque la clase gobernante no tenía opiniones precisas sobre la situación catalana61 e infravaloraba, en grados diversos, la vida política en Barcelona, la necesidad de preparar el futuro posfranquista llevó a algunos de sus dirigentes a dedicar alguna atención a la Ciudad Condal. 




			Tal fue el caso de Manuel Fraga quien, poco después de ser cesado como ministro de Información y Turismo en 1969, ya pudo contar en Barcelona con la ayuda de Manuel Milián Mestre y del empresario y banquero Josep Maria Santacreu. El entonces joven periodista de Morella tenía una intensa vocación política que en aquel tiempo encuadraba, según sus palabras, en un proyecto de cambio dentro de un orden; él persuadió a Santacreu de que Fraga era la mejor opción para esta apuesta y, desde 1970, se inició la colaboración con el político gallego.62 En el ámbito local, el fraguismo catalán se hizo visible con la crítica a las políticas del alcalde de Barcelona, José María de Porcioles, y los intereses económicos que articulaba, todos ellos bien conectados con los tecnócratas en el Gobierno y, particularmente, con Laureano López Rodó. Al mismo tiempo, el grupo milianista quiso influir sobre el ex ministro en las estrategias de carácter general y, en particular, sobre la relación Cataluña-España, como se puede observar en algunas ideas recogidas en el dietario de Fraga, del tipo «si no hay soluciones nacionales, renacerán las utopías localistas», de octubre de 1970.63 Milián Mestre se convirtió en un dinámico activista y, desde junio de 1972, avanzó de forma significativa en la conformación del Club Ágora, operativo desde 1973 y germen inicial de lo que en 1975 se denominaría Reforma Democrática de Cataluña.  




			También en 1972 Josep Maria Santacreu organizó —y financió como tantos otros proyectos del grupo— un encuentro discreto pero intenso entre Fraga y representantes de diversas sensibilidades políticas del centro y la derecha catalana,64 entre ellos Jordi Pujol, Carles Sentís, Eduard Tarragona y Domingo Valls Taberner. En aquella reunión, distintos participantes plantearon la necesidad de abordar la cuestión territorial y el ex ministro defendió la regionalización basada en la descentralización administrativa con fuerte acento económico-social.65 Aunque los seguidores de Fraga lograron presentar el «proyecto reformista» como más articulado de lo que realmente estaba, la regionalización fue siempre un punto de desencuentro entre el ex ministro y parte de sus huestes en Cataluña. Sin embargo, en la entrega en diciembre de 1975 de los II Premios de Periodismo Manuel Fraga Iribarne, creados por el mismo grupo,66 llegó a afirmar que España debía enfrentarse a reformas inaplazables entre las que aparecía con particular fuerza la de las autonomías, porque «es necesario reconocer de una vez que somos una nación multiregional y pluricultural, con todas las ventajas y todos los problemas que ello comporta».67 En sí misma la declaración no afirmaba nada más que la evidencia, pero en su boca podía ser interpretado como una apertura al reconocimiento de las bases del catalanismo. 
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